PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, proceda a incrementar la cantidad de personal afectado a la Junta de Calificación Profesional Zona Sur para garantizar efectivamente que este organismo esté en condiciones operativas de cumplir en tiempo y forma con su tarea de elaboración de los escalafones docentes.

Sr. Presidente:

                         El presente proyecto encuentra fundamento en la urgente necesidad de que la Junta de Calificación Profesional cuente con los recursos humanos apropiados para cumplir con las funciones que le competen.

Es evidente que la maraña de reglamentos, resoluciones y decretos que organizan el sistema educativo es tan compleja como indescifrable. No sólo el número atenta contra las posibilidades de gestionar con éxito y sin trabas una escuela, sino también la desactualización y las contradicciones que caracterizan tales normativas. El resultado es, entre otros, una serie de inequidades en el trabajo docente y en la regulación de la vida institucional, cuestión que también afecta a los alumnos.

La demora en la confección de los escalafones docentes en EGB 3 y Polimodal impide que los mismos lleguen a los establecimientos educativos en los plazos previstos por la reglamentación, situación que genera conflictos de difícil resolución a la hora de ofrecer las suplencias en cada una de esas instituciones.

Para corroborar lo dicho basta consultar a cualquier escuela que atienda los niveles mencionados o verificar que el problema de los escalafones docentes son los que encabezaron la lista de reclamos planteados a la Defensoría del Pueblo entre marzo del 2004 y marzo de este año. Al producirse una vacante o cuando hay que convocar a un reemplazante, se suscitan problemas porque no se conoce en forma fehaciente quiénes son los docentes con derecho escalafonario a cubrir esas necesidades educativas. Y ante una designación en estas condiciones, muchos docentes cuestionan las designaciones efectuadas por la dirección del establecimiento.

Según señala la responsable del área educativa de la Defensoría del Pueblo, Viviana Della Siega: "hay una demora excesiva en la resolución de los conflictos por parte de la Junta de Calificación Profesional Zona Sur, a punto tal que el año lectivo transcurre sin que la persona que se considera afectada en sus derechos obtenga respuesta alguna".

Tal como se indica en el informe de la Defensoría, se advierte "una clara situación de injusticia en caso de verificarse el error en el escalafonamiento, ya que se ha privado a un docente de ejercer su derecho al trabajo de acuerdo con sus méritos, y de esto el Estado no se hace cargo".
Los argumentos que señalan desde la Junta a la Defensoría mencionan la falta de personal para atender mucho trabajo. "Esto amerita un análisis de la situación -dice Della Siega- por parte de la cartera educativa para dotar a esta área de los recursos necesarios". Pero, además, "corresponde una normativa que no dé lugar a dudas, directivas claras y la presencia de una supervisión eficiente que permita solucionar todos estos cuestionamientos sin tener que llegar a la presentación de recursos administrativos que atiborran la administración pública y que brindan escasa respuesta a las demandas".

A los fines de promover todas las medidas necesarias para la solución de este conflicto, solicito a mis pares la aprobación del presente Proyecto.

